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			Prólogo


			El domicilio, la casa, el hogar, es un reducto inexpugnable sobre el que el individuo afortunado despliega su cotidianeidad. Es su referencia en el mundo, probablemente el lugar más importante de su vida, donde consume gran parte de su existencia y tiempo, donde se manifiestan los afectos y desafectos, las llegadas y las partidas, su mayor tesoro… Por eso es inviolable…


			Por ello, es necesario garantizar al máximo, que cualquier injerencia o intrusión que se pueda producir esté rodeada de todas las garantías a nuestro alcance para proteger la intimidad y derechos de los moradores.


			Desde el punto de vista legal, son tantos matices y aspectos (materiales, procesales, formales) a tener en cuenta, que practicar una diligencia de entrada y registro de forma correcta puede resultar misión imposible al poder estar viciada dicha actuación en alguno de sus extremos.


			Y más, en una sociedad como la actual, altamente compleja y radicular, con una delincuencia organizada, en un mundo digital lleno de información con datos líquidos y escurridizos que dificultan su regulación legal.


			Y esta es la virtud de esta obra: de manera sencilla, profesional y clarificadora se abordan múltiples cuestiones y se da respuesta a las mismas a la luz de la última jurisprudencia y disposiciones normativas.


			Es una obra eminentemente práctica dirigida no solo a operadores jurídicos (abogados, fuerzas y cuerpos de seguridad, funcionarios de la administración de justicia, etc.) sino también al mundo de la docencia, que puede llegar a convertirse en una herramienta imprescindible de aprendizaje para todos.


			Sus autores, son dos “grandes” Letrados de la Administración de Justicia (LAJS) con amplia experiencia y reconocida profesionalidad que demuestran una vez más la alta capacitación de este cuerpo superior jurídico al que recurrentemente se le están hurtando sus más que demostradas capacidades jurídicas. De forma altruista y generosa estos compañeros han realizado esta obra fruto del sistema de trabajo y análisis “Fórum-Debate” iniciado en su día por el propio Jaime, y que busca aclarar dudas y facilitar el trabajo del resto de compañeros y profesionales de la demarcación, por lo cual, no cabe sino acabar una vez más dando las gracias por su actitud y compromiso con la calidad del servicio público de la Administración de Justicia.


			En tiempos de confinamiento, a veinticuatro de abril de dos mil veinte.


			José Francisco Escudero Moratalla


		




		

			Capítulo 1


			Introducción


			A lo largo del transcurso de la historia, en cualquier forma de organización social, han existido instituciones, personalidades o bien espacios en los que sobrevolaba un aura de preeminencia mediante la atribución de una cualidad que garantizaba su integridad y plenitud, siendo por lo tanto libres de toda injerencia exterior.


			Dicha cualidad viene a configurar el núcleo esencial del concepto de inviolabilidad, pudiendo en este sentido conceptuarse como aquélla por la cual se salvaguarda un elemento material mediante la atribución de una esfera protectora que impide su subordinación a una voluntad externa o ajena y, en general, a toda actuación que suponga bien una restricción o limitación o bien, una alteración o menoscabo en su naturaleza.


			El Diccionario del español jurídico define con carácter general la inviolabilidad como aquella “cualidad de lo que no puede ser violado”, de manera que a partir de dicha definición puede reputarse la inviolabilidad según los parámetros que a continuación se exponen:


			• La inviolabilidad por sí misma no tiene una substantividad propia en tanto que se configura como una cualidad asociada o vinculada a un elemento material real y concreto sobre el que recae.


			• Este elemento material, por una razón jurídica, tradicional o bien de otro orden vinculante, se conforma libre de toda merma o límite que restrinja su integridad o bien lo modifique, y para ello le es conferida esta cualidad a modo de garantía.


			• Esta cualidad garante supone una protección dispensada para su conservación integral de manera que opera tanto en un sentido pasivo, ya que impone una actitud elusiva de agresión o intromisión por los demás, como en un sentido activo, ya que supone una infracción sancionable en caso de inobservancia o desconsideración.


		




		

			Capítulo 2


			Inviolabilidad domiciliaria


			Dentro de nuestro ordenamiento jurídico, el artículo 18.2 de la Constitución Española de 1978 (CE en adelante), referente a los derechos fundamentales y libertades públicas, establece que el “domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito”.


			Sin perjuicio del concepto que en una u otra tradición histórica jurídica haya tenido la inviolabilidad domiciliaria, en el ámbito anglosajón se ha venido refiriendo a ella sobre la base de la denominada “Ley del castillo”, a partir de la cual se concibe el domicilio particular como un castillo para su morador1. Así pues, según esta afirmación, puede introducirse la esencia de esta concepción de la inviolabilidad del domicilio a partir de las siguientes consideraciones:


			–	En primer lugar, al asimilar la casa de cada uno a un castillo, establece una concepción esencial del domicilio de forma lineal, en tanto que no distingue entre rangos o estratos sociales, de manera que en el concepto de “casa” supone el mismo tanto para reyes o nobles como para el resto de los ciudadanos, sin distinción en relación a su morada. 


			–	En segundo lugar, al considerar cada casa particular como fortaleza, concibe el domicilio como aquel espacio físico en el que el morador se hace fuerte, es decir, se reputa como el lugar del que se sirve para su refugio y protección personal a fin de guarecerse de cualquier ataque exterior. En este sentido, por lo tanto, es el espacio destinado para procurar tanto su defensa contra las heridas y la violencia, siendo por ello aquel lugar en el que cada uno procura reconstituir la integridad de cuerpo y espíritu, protegido de toda injerencia exterior que pudiere frustrar el proceso, así como también la guarida personal conferida para la máxima procura de esta integridad en caso de agresión.


			–	Finalmente, en tercer lugar, al establecer el domicilio particular como lugar de descanso, introduce en contraposición una connotación lúdica e íntima, lejana de la vertiente defensiva hasta ahora mencionada, ya que considera el domicilio particular como aquél en el que se desarrolla la vida y privada de cada morador, propicio para todas aquellas actividades que suponen la placidez y relajación de su persona.  


			Teniendo presente lo expuesto, el Diccionario del español jurídico define en la actualidad la inviolabilidad domiciliaria como la “garantía jurídica penal y procesal que prohíbe profanar la morada o el domicilio sin el consentimiento del morador o del titular o sin autorización judicial”. 


			De este modo, a partir de esta definición pueden señalarse las características principales de la inviolabilidad domiciliaria según las siguientes premisas:


			–	La inviolabilidad domiciliaria supone la regla general según la cual se prohíbe con carácter general la entrada en la morada o el domicilio particular, siendo por lo tanto un espacio físico que debe quedar en todo caso ajeno a cualquier injerencia o intromisión externa.


			–	Dicha inviolabilidad domiciliaria decae bien por el consentimiento del morador o del titular, supuesto en el que la injerencia o intromisión es aceptada por el propio interesado, o bien por autorización judicial, supuesto en el que siendo irrelevante la voluntad del interesado, por razón de orden público debe restringirse y limitarse este derecho fundamental a fin de practicar la injerencia o intromisión consistente en el acceso al domicilio.


			–	Al tratarse la inviolabilidad de una garantía asociada al domicilio y que se manifiesta en los órdenes jurisdiccionales penal y procesal, supone la certeza para el morador o titular de que, en el primer caso, el infractor será sancionado por la comisión de un delito y, en el segundo caso, la actuación procesal en cuestión devendrá nula de pleno derecho, siendo tanto en el ámbito penal como en el procesal causa concurrente para uno y otro efecto, es decir, la vulneración del derecho fundamental del morador o titular a la inviolabilidad de su domicilio.


			Por su parte, el Tribunal Constitucional fijó por primera vez el “núcleo esencial” del derecho fundamental a la inviolabilidad domiciliaria en la Sentencia 22/1984, de 17 de Febrero, a partir de los siguientes parámetros:


			1.	La idea de domicilio que utiliza el art. 18 CE no coincide plenamente con la que se utiliza en materia de derecho privado, y en especial en el art. 40 del Código Civil, como punto de localización de la persona o lugar de ejercicio por ésta de sus derechos y obligaciones.


			2.	La protección constitucional del domicilio es una protección de carácter instrumental, que defiende los ámbitos en que se desarrolla la vida privada de la persona, y por ello existe un nexo de unión indisoluble entre la norma que prohíbe la entrada y el registro en un domicilio (art. 18.2 CE) y la que impone la defensa y garantía del ámbito de privacidad (art. 18.1 CE).


			3.	El párr. 2.º art. 18 CE concreta la inviolabilidad del domicilio en la interdicción de entrada en él y en la interdicción del registro, razón por la que deben considerarse comprensivos de toda invasión que rompa el bien jurídico protegido.


			4.	El párr. 2.º art. 18 CE contiene dos reglas distintas: una de carácter principal y otra secundaria que supone una aplicación concreta de la primera.


			La regla de carácter principal define la inviolabilidad del domicilio como un derecho fundamental de la persona establecido para garantizar el ámbito de privacidad de ésta dentro del espacio limitado que la propia persona elige y que tiene que caracterizarse precisamente por quedar exento o inmune a las invasiones o agresiones exteriores de otras personas o de la autoridad pública. Así pues, el domicilio inviolable es un espacio en el cual el individuo vive sin estar sujeto necesariamente a los usos y convenciones sociales y ejerce su libertad más íntima. Por ello, a través de este derecho no sólo es objeto de protección el espacio físico en sí mismo considerado, sino lo que en él hay de emanación de la persona y de esfera privada de ella. 


			La regla de carácter secundario establece un doble condicionamiento a la entrada y al registro, que consiste en el consentimiento del titular o en la resolución judicial. En este sentido, la interdicción fundamental de este precepto es la del registro domiciliar, para lo cual la entrada no es más que un trámite de carácter instrumental. 


			En base a dicha doctrina constitucional, la inviolabilidad domiciliaria se caracteriza por el hecho de garantizar la facultad del titular de poder excluir a otros de ese ámbito espacial que se entiende como domicilio, por ser reservado, así como impedir y/o prohibir la entrada o permanencia en él de cualquier persona, incluida la autoridad. De este modo, la inviolabilidad domiciliaria se configura como una garantía jurídica estrictamente personal de vocación preventiva y destinada a proteger este derecho fundamental. 


			En la actualidad, no obstante, el contenido esencial del derecho fundamental a la inviolabilidad domiciliaria se ha extendido también a injerencias externas que, sin constituir efectivamente un acceso material al interior del domicilio, por los efectos que éstas producen en su esfera interna, deben ser rechazadas. En este sentido, se trata de supuestos que hacen referencia a situaciones en que la intromisión ha venido protagonizada por una actuación externa al domicilio, pero con incidencia interna en el mismo, como pudieren ser los casos protagonizados por sonoridad acústica o vigilancia tecnológica o instrumental.


			En referencia a los supuestos de sonoridad acústica, es necesario hacer referencia a la Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 16 de Enero de 2018, recaída en el asunto Cuenca Zarzoso vs. ESPAÑA2, cuya fundamentación jurídica reside en el debido cumplimiento de las obligaciones contraídas por los Estados signatarios del Convenio para con sus ciudadanos. En esta resolución, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos entendió vulnerado el derecho fundamental a la inviolabilidad domiciliaria de la parte demandante en tanto que “el Convenio trata de proteger derechos efectivos, no teóricos” y, en este sentido, “el demandante sufrió una grave violación de su derecho a respetar el domicilio como resultado de la inactividad por parte de las autoridades en resolver el problema de las molestias nocturnas”, razón por la que “el Tribunal decide que el Estado demandado ha incumplido su obligación positiva de garantizar el derecho del demandante al respeto de su domicilio y de su vida privada, vulnerando así el art. 8 del Convenio”.


			Por otro lado, en referencia a los supuestos de vigilancia tecnológica o instrumental, es necesario hacer referencia a la Sentencia 329/2016, de 20 abril, de la Sala 2ª del Tribunal Supremo, que consideró que existía vulneración del derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio en “la observación realizada por los agentes de la policía del interior de la vivienda del principal acusado -situada en el décimo piso de un edificio de viviendas- desde un inmueble próximo, valiéndose para ello de unos prismáticos”.


			En este sentido, el Tribunal Supremo argumentaba que “la tutela constitucional del derecho proclamado en el apartado 2 del art. 18 de la CE protege, tanto frente la irrupción inconsentida del intruso en el escenario doméstico, como respecto de la observación clandestina de lo que acontece en su interior, si para ello es preciso valerse de un artilugio técnico de grabación o aproximación de las imágenes” entendiendo por ello que “se vulnera esa prohibición cuando sin autorización judicial y para sortear los obstáculos propios de la tarea de fiscalización, se recurre a un utensilio óptico que permite ampliar las imágenes y salvar la distancia entre el observante y lo observado”.


			Esta conclusión alcanzó el Tribunal Supremo razonando que el “domicilio como recinto constitucionalmente protegido no deja de ser domicilio cuando las cortinas no se hallan debidamente cerradas. La expectativa de intimidad, en fin, no desaparece por el hecho de que el titular o usuario de la vivienda no refuerce los elementos de exclusión asociados a cualquier inmueble. Interpretar que unas persianas no bajadas o unas cortinas no corridas por el morador transmiten una autorización implícita para la observación del interior del inmueble, encierra el riesgo de debilitar de forma irreparable el contenido material del derecho a la inviolabilidad domiciliaria”.


			No obstante, por el contrario, señala dicho Tribunal que “no existe violación de los derechos a la intimidad o a la inviolabilidad del domicilio cuando no se emplean instrumentos que sitúen al observante en una posición de ventaja respecto del observado. La simple toma de fotografías, sin valerse de objetivos de amplia distancia focal, no tiñe de ilicitud el acto de injerencia”.


			Para el supuesto de personas jurídicas, la inviolabilidad domiciliaria ha sido analizada por el Tribunal Constitucional en base a dos sentencias que sobre este ámbito determinan la doctrina jurisprudencial vigente. Así, en primer lugar, la Sentencia 137/1985, de 17 de octubre, consideró que “nuestro Texto Constitucional, al establecer el derecho a la inviolabilidad del domicilio, no lo circunscribe a las personas físicas, siendo pues extensivo o predicable igualmente en cuanto a las personas jurídicas”. En segundo lugar, la Sentencia 69/1999, de 26 de abril, ampliando la doctrina jurisprudencial mencionada, señaló que “tampoco existe una plena correlación entre el concepto legal de domicilio de las personas jurídicas, en el presente caso el establecido por la legislación mercantil, con el del domicilio constitucionalmente protegido, ya que éste es un concepto de mayor amplitud que el concepto jurídico privado o jurídico administrativo”. 


			En esta posterior resolución, el Tribunal Constitucional consideró que “en atención a la naturaleza y la especificidad de los fines de los entes aquí considerados, ha de entenderse que en este ámbito la protección constitucional del domicilio de las personas jurídicas y, en lo que aquí importa, de las sociedades mercantiles, sólo se extiende a los espacios físicos que son indispensables para que puedan desarrollar su actividad sin intromisiones ajenas, por constituir el centro de dirección de la sociedad o de un establecimiento dependiente de la misma o servir a la custodia de los documentos u otros soportes de la vida diaria de la sociedad o de su establecimiento que quedan reservados al conocimiento de terceros”.


			


			

				

					1	En este sentido, afirmaba el jurista inglés Edward Coke que: “La casa de cada uno es para él como su castillo y fortaleza, así como su defensa contra las heridas y la violencia, así como su descanso”.
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			Capítulo 3


			Antecedentes constitucionales de la inviolabilidad domiciliaria


			A lo largo de nuestra historia constitucional, en cada una de las Constituciones promulgadas, de una manera u otra se ha regulado el derecho a disfrutar de un espacio privado y libre de toda injerencia exterior, si bien no siempre se ha empleado expresamente el término de inviolabilidad para garantizar la privacidad del domicilio particular. 


			Así, la Constitución Española de 1812 disponía en su artículo 306 que: “No podrá ser allanada la casa de ningún español, sino en los casos que determine la ley para el buen orden y seguridad del Estado”. Del tenor de dicho artículo pueden extraerse tres consideraciones:


			a)	En primer lugar, se puede apreciar que el término relacionado a la vulneración de la privacidad domiciliaria era “allanar”, como en el presente.


			b)	En segundo lugar, que la protección dispensada para el domicilio venía asociada a la ciudadanía española, de tal suerte que únicamente era invocable por los ciudadanos españoles, por lo cual los ciudadanos extranjeros parecían quedar al margen de la misma.


			c)	En tercer lugar, el texto constitucional hacía una remisión a la ley para la determinación de las causas de exención de esta protección, si bien siempre en todo caso persiguiendo el buen orden y la seguridad del Estado, fines a los que deberían corresponder inexcusablemente las causas legales.


			Por su parte, la Constitución Española de 1837 disponía en su artículo 7 que: “No puede ser detenido, ni preso, ni separado de su domicilio ningún español, ni allanada su casa, sino en los casos y en la forma que las leyes prescriban”. Esta misma numeración y redacción también se mantuvo en la posterior Constitución Española de 1845. Así pues, del texto constitucional transcrito se infiere la continuación de la regulación contenida en la anterior Constitución de 1812, aunque difiere de la misma en cuanto que dejaba de supeditar los casos en que se excepciona esta garantía al buen orden y seguridad del Estado. Asimismo, parecía indicar que la propia ley en cuestión también incluiría la forma en la debía llevarse a cabo el allanamiento de la morada particular, aspecto que el articulado de la Constitución de 1812 no preveía en concreto, refiriéndose exclusivamente a los casos en que fuera procedente. 


			La siguiente Constitución de 1869 establecía en su artículo 5 que: “Nadie podrá entrar en el domicilio de un español, o extranjero residente en España, sin su consentimiento, excepto en los casos urgentes de incendio, inundación u otro peligro análogo, o de agresión ilegítima procedente de dentro, o para auxiliar a persona que desde allí pida socorro. Fuera de estos casos, la entrada en el domicilio de un español, o extranjero residente en España, y el registro de sus papeles o efectos, sólo podrán decretarse por el Juez competente y ejecutarse de día. El registro de papeles y efectos tendrá siempre lugar a presencia del interesado o de un individuo de su familia, y, en su defecto, de dos testigos vecinos del mismo pueblo. Sin embargo, cuando un delincuente, hallado in fraganti y perseguido por la Autoridad o sus agentes, se refugiare en su domicilio, podrán éstos penetrar en él, sólo para el acto de la aprehensión. Si se refugiare en domicilio ajeno, procederá requerimiento al dueño de éste”.


			A tenor del texto constitucional transcrito, son muchas las diferencias observadas respecto de las anteriores Constituciones de 1812, 1837 y 1845, que pueden resumirse de la siguiente manera: en primer lugar, ampliaba la garantía subjetiva de este derecho constitucional también a los ciudadanos extranjeros residentes en España; en segundo lugar, introducía como regla general la inviolabilidad del domicilio, sin perjuicio del consentimiento del titular; en tercer lugar, señalaba como excepciones a la regla general supuestos que, en la actualidad podrían ser considerados como de necesidad o delito flagrante; en cuarto lugar, introducía como exigencia en todo caso la previa autorización judicial y que ésta fuera asimismo proviniera de la autoridad judicial competente; y, finalmente, en quinto lugar, regulaba en esencia la forma en la que debían llevarse a cabo las diligencias en la morada o domicilio en cuestión, así como también introducía las previsiones indispensables para proceder en caso de flagrante delito.


			Posteriormente, la Constitución Española de 1876, establecía en su artículo 6 que: “Nadie podrá entrar en el domicilio de un español, o extranjero residente en España, sin su consentimiento, excepto en los casos y en la forma expresamente prevista en las leyes. El registro de papeles y efectos se verificará siempre a presencia del interesado o de un individuo de su familia, y en su defecto, de dos testigos vecinos del mismo pueblo”. 


			Del texto constitucional transcrito, puede observarse como diferencia esencial con la anterior Constitución de 1869 la brevedad de su texto en comparación, omitiendo aspectos como los supuestos excepción en general o bien el caso particular de flagrante delito. Asimismo, puede apreciarse también la omisión a la Autoridad judicial que hacía la anterior de 1869, determinando que serán las leyes las que determinen en extenso los casos y la forma en la que deba efectuarse la entrada en el domicilio particular sin consentimiento de su titular, sin perjuicio de establecer no obstante las reglas de mínima observancia.


			Finalmente, la anterior Constitución Española de 1931, preveía en su artículo 31 que: “el domicilio de todo español o extranjero residente en España es inviolable. Nadie podrá entrar en él sino en virtud de mandamiento de juez competente”. Del texto constitucional transcrito, puede observarse en primer lugar que hacía referencia por primera vez a la fórmula de inviolabilidad para la protección del domicilio particular, manteniendo el mismo ámbito subjetivo de aplicación, y en segundo lugar que, como ya ocurriera en la anterior Constitución de 1869, excepciona la inviolabilidad del domicilio a la previa autorización judicial competente, omitiendo sin embargo en este caso el consentimiento del titular o morador.


			A modo de referencia histórica, queda mencionar la regulación que para la protección del domicilio regía en el régimen franquista, y que se encuentra integrada en el denominado Fuero de los Españoles de 1945, que establecía en su artículo 15 que: “Nadie podrá entrar en el domicilio de un español ni efectuar registros en él sin su consentimiento, a no ser con mandato de la Autoridad competente y en los casos y en la forma que establezcan las Leyes”. Del texto legal transcrito se infieren a modo diferencial:


			En primer lugar, el retorno exclusivo a la ciudadanía española para la aplicación de esta garantía.


			En segundo lugar, que mientras las Constituciones anteriores remitían a las leyes y/o a la Autoridad Judicial competente, en este caso se mencionaba el mandato de la Autoridad competente, lo cual conlleva a entender que, al margen de la tutela judicial, ciertas autoridades gubernativas ajenas a la Carrera Judicial también tenían competencia atribuida de forma general para la limitación o restricción de este derecho fundamental.


			En tercer lugar, la determinación legal de las causas y la forma en que debían practicarse la entrada y registro en el domicilio particular.


		




		

			Capítulo 4


			Inviolabilidad del domicilio en la normativa internacional


			De la misma forma que el respeto a la privacidad domiciliaria ha sido objeto de previsión en nuestros sucesivos textos constitucionales hasta la fecha, también ha sido ésta una materia normativa en numerosos textos jurídicos de carácter internacional que, habiendo sido suscritos por el Reino de España y debidamente publicados de forma oficial, por aplicación de lo dispuesto en los artículos 10.2 y 96 de la Constitución Española de 1978, han pasado a formar parte integrante de nuestro ordenamiento jurídico y por ello la inviolabilidad domiciliaria debe ser interpretada conforme a éstos.


			Dichos instrumentos jurídicos pueden diferenciarse según el contexto mundial o bien continental en el que han sido suscritos, de tal suerte que, dentro del ámbito mundial, interesa destacar los siguientes:


			Por un lado, la Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución 217 A (III), el 10 de diciembre de 1948 en París, y según la cual se dispone en su artículo 12 que: “Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques”.


			Por otro, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la Resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966 en Nueva York, a tenor del cual se establece en su artículo 17 que:


			“1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación.


			2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques”.


			Dentro del contexto continental, también pueden diferenciarse dichos instrumentos jurídicos según su origen, es decir, si fueron adoptados por el Consejo de Europa o bien por la Comunidad Europea.


			Así pues, en el primer caso, el Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, adoptado por el Consejo de Europa el 4 de noviembre de 1950 en Roma, dispone en su artículo 8 que:


			“1. Toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y de su correspondencia.


			2. No podrá haber injerencia de la autoridad pública en el ejercicio de este derecho, sino en tanto en cuanto esta injerencia esté prevista por la ley y constituya una medida que, en una sociedad democrática, sea necesaria para la seguridad nacional, la seguridad pública, el bienestar económico del país, la defensa del orden y la prevención del delito, la protección de la salud o de la moral, o la protección de los derechos y las libertades de los demás”.


			En el segundo caso, y dentro del ordenamiento jurídico comunitario, la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, proclamada por el Parlamento Europeo, el Consejo de la Unión Europea y la Comisión Europea el 7 de diciembre de 2000 en Niza, establece en su artículo 7 bajo el epígrafe de Respeto a la vida privada y familiar, que: “Toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y de sus comunicaciones”.


			En la aplicación e interpretación del mencionado artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, han sido numerosas las resoluciones dictadas por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en las que se hace referencia al concepto de domicilio, al concepto de injerencia o bien a los presupuestos que legitiman ésta según los supuestos y exigencias previstas en el texto articulado. 


			En el caso Halabi vs Francia3, 16 de mayo de 2019, se formularon las siguientes consideraciones:


			Concepto de casa/hogar.- En dicha resolución, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos señaló que “el concepto de «casa» en el artículo 8 de la Convención es un concepto autónomo que es independiente de los títulos de derecho interno sino que se define en función de las circunstancias de hecho” razón por la que “la noción de hogar se presta a una interpretación amplia y se puede aplicar a una residencia de vacaciones (...). Por lo tanto, una segunda casa totalmente amueblada y equipada, especialmente utilizada como casa de vacaciones, puede ser considerada como una «casa» en el sentido amplio del artículo 8”.


			En este sentido, el Tribunal Europeo de Derecho Humanos reiteraba “que el hogar es normalmente el lugar, el área física definida, donde la vida privada y familiar se desarrolla. El individuo tiene derecho al respeto de su casa, es decir, no sólo el derecho al espacio físico simple, sino también como el derecho a disfrutar, en paz, este espacio (...). Como tal, está particularmente protegido daños materiales o personales, tales como la entrada en la casa de una persona no autorizada”.


			Excepciones a la inviolabilidad domiciliaria. - Sobre esta cuestión, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos señaló que “la interferencia con los derechos garantizados por el artículo 8, se deben basar en la base jurídica interna, que la legislación en cuestión debe ser suficientemente accesible y predecible y que debe ser compatible con el principio del Estado de derecho”. En este sentido, indica mencionado Tribunal que “los Estados contratantes gozan de un cierto margen de apreciación en la evaluación de la necesidad de la interferencia, pero va de la mano con la supervisión europea. Las excepciones previstas en el apartado 2 del artículo 8 deben interpretarse restrictivamente y su necesidad en un caso determinado debe ser convincente” añadiendo a este respecto que “la noción de necesidad implica que la interferencia corresponde a una necesidad social imperiosa y, en particular, que es proporcionada al fin legítimo perseguido”.


			Asimismo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos especificaba también que “aunque los Estados pueden verse en la necesidad de recurrir a tales medidas para obtener evidencia física de los crímenes y enjuiciar el caso aplicable a los autores, es necesario que su legislación y la práctica en este campo ofrezcan suficientes garantías contra el abuso” determinando no obstante que “la falta de autorización previa de un juez, podría ser contrarrestada por una revisión judicial ex post facto sobre la legalidad y necesidad de esta diligencia de prueba y que este control debe ser eficaz”.


			Por su parte, en el caso Kalnéniené vs Bélgica4, 31 de enero de 2017, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, determinando los presupuestos que legitiman la intromisión en el derecho a la inviolabilidad domiciliaria, indicaba que “el domicilio del solicitante fue allanado por agentes de policía 17 de junio de 2005, como parte de una operación más amplia de búsquedas. No se discute que una búsqueda ascendió a una interferencia con los derechos del solicitante, garantizados en el párrafo 1 del artículo 8 de la Convención, en particular, su derecho al respeto de su casa. Tal interferencia violó el artículo 8, a menos que cumpla los requisitos del apartado 2, es decir, es proporcionada por ley, perseguir un objetivo legítimo y es necesaria en una sociedad democrática” debiendo también en este sentido cumplir con “el respeto de la legislación nacional” e “interpretarse restrictivamente”.
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			Capítulo 5


			Concepto de domicilio


			La Ley de Enjuiciamiento Criminal hace referencia a la inviolabilidad domiciliaria en los artículos que se transcriben a continuación:


			(Artículo 545) “Nadie podrá entrar en el domicilio de un español o extranjero residente en España sin su consentimiento, excepto en los casos y en la forma expresamente previstos en las leyes”.


			(Artículo 550) “Podrá asimismo el Juez instructor ordenar en los casos indicados en el artículo 546 la entrada y registro, de día o de noche, si la urgencia lo hiciere necesario, en cualquier edificio o lugar cerrado o parte de él, que constituya domicilio de cualquier español o extranjero residente en España, pero precediendo siempre el consentimiento del interesado conforme se previene en el artículo 6.º de la Constitución, o a falta de consentimiento, en virtud de auto motivado, que se notificará a la persona interesada inmediatamente, o lo más tarde dentro de las veinticuatro horas de haberse dictado”.


			(Artículo 554) “Se reputan domicilio, para los efectos de los artículos anteriores:


			1.º Los Palacios Reales, estén o no habitados por el Monarca al tiempo de la entrada o registro.


			2.º El edificio o lugar cerrado, o la parte de él destinada principalmente a la habitación de cualquier español o extranjero residente en España y de su familia.


			3.º Los buques nacionales mercantes.


			4.º Tratándose de personas jurídicas imputadas, el espacio físico que constituya el centro de dirección de las mismas, ya se trate de su domicilio social o de un establecimiento dependiente, o aquellos otros lugares en que se custodien documentos u otros soportes de su vida diaria que quedan reservados al conocimiento de terceros”.


			El Tribunal Constitucional, en su Sentencia 32/2019, de 28 de febrero, interpretando el concepto de domicilio a que refiere el artículo 18.2 CE, determinó que “la protección constitucional del domicilio tiene carácter instrumental, pues defiende el ámbito en que se desarrolla la vida privada de la persona, excluido del conocimiento ajeno y de las intromisiones de terceros. Por ello, existe un nexo de unión indisoluble entre la norma que prohíbe la entrada y el registro en un domicilio sin consentimiento del titular o autorización judicial (art. 18.2 CE) y la que impone la defensa y garantía del ámbito de privacidad (art. 18.1 CE)”.


			En este sentido, el Tribunal Constitucional señalaba que el “domicilio inviolable es un espacio en el cual el individuo vive sin estar sujeto necesariamente a los usos y convenciones sociales y ejerce su libertad más íntima; por ello, a través de este derecho no solo es objeto de protección el espacio físico en sí mismo considerado, sino lo que en él hay de emanación de la persona y de esfera privada de ella” de modo que la “entrada en domicilio sin el consentimiento de quien lo ocupa, ni estado de necesidad o flagrancia, solo puede hacerse si lo autoriza u ordena la autoridad judicial”.


			Por su parte, la Sala 2ª del Tribunal Supremo también se ha pronunciado en numerosas ocasiones sobre el concepto de domicilio que refiere el art. 18.2 CE. Así, en su Sentencia 924/2009, de 7 de octubre, determinó que “la noción de domicilio delimita el ámbito de protección del derecho reconocido en el art. 18.2 CE., tanto a los efectos de fijar el objeto de su «inviolabilidad» como para determinar si resulta constitucionalmente exigible una resolución judicial que autorice la entrada y registro cuando se carece del consentimiento de su titular y no se trate de un caso de flagrante delito” de manera que “protege una de las esferas más íntimas del individuo, el ámbito donde desarrolla su vida privada sin estar sujeto necesariamente a los usos y convenciones sociales, a salvo de invasiones o agresiones procedentes de otras personas o de las autoridades públicas”.


			A este respecto, señalaba el Tribunal Supremo en dicha resolución que “no todo espacio cerrado ni todo lugar que necesite el consentimiento del titular para que terceros puedan entrar en él lícitamente constituyen domicilio” sino que “el domicilio es un espacio apto para desarrollar vida privada, un aspecto que entraña una estrecha vinculación con su ámbito de intimidad, el reducto último de su intimidad personal y familiar” razón por la que “el domicilio es el lugar cerrado, legítimamente ocupado, en el que transcurre la vida privada, individual o familiar, aunque la ocupación sea temporal o accidental” añadiendo a continuación que “se entiende como domicilio cualquier lugar cerrado en el que pueda transcurrir la vida privada, individual o familiar, o lo que es lo mismo, que sirva de habitación o morada a quien en él vive, estimándose que constituye domicilio o morada, cualquier lugar, cualquiera que sea su condición y característica, donde vive esa persona o una familia, sea propiamente domicilio o simplemente residencia, estable o transitoria, incluidas las chabolas, tiendas de campaña, roulottes, etc..., comprendidas las habitaciones de un hotel en las que se viva”.


			Así pues, constituyendo domicilio a los efectos de lo dispuesto en el artículo 18.2 de la Constitución Española el espacio físico destinado a procurar la morada de la persona en sentido amplio, la jurisprudencia de la Sala 2ª del Tribunal Supremo también se ha pronunciado sobre otros elementos inmobiliarios que, eventualmente, pueden conformarla físicamente y que por esta razón también gozan su misma consideración domiciliar.


			En el caso de patios exteriores o jardines, la Sentencia 113/2018, 18 de marzo, señaló que “esta Sala ha reconocido la protección constitucional propia del domicilio al jardín de un chalet, que circunda el mismo, aunque la puerta de acceso esté abierta (STS nº 1803/2002, de 4 de noviembre). Esta consideración de los espacios anexos a una vivienda, con comunicación directa con la misma, como parte del domicilio, ha sido reconocida en el Pleno no jurisdiccional de esta sala, de 15 de diciembre de 2016, en el que se acordó que debía considerarse domicilio a efectos penales las dependencias que mantengan, con la vivienda propiamente dicha, una relación connotada por la contigüidad, el cerramiento (que no reclama la existencia de un muro), la comunicabilidad o la constitución de una unidad física, esto es, la formación de un todo”.


			En el caso de garajes o trasteros, la Sentencia 912/2016, de 1 de diciembre, indicaba que “existe conocida jurisprudencia de esta sala, de la que se desprende el carácter no domiciliario de espacios dedicados a garaje propio de un solo titular o familia, cuando no presentan comunicación directa con la vivienda; y también otra específica que, con mayor motivo, justifica ese mismo tratamiento cuando se trata de espacios cerrados destinados al estacionamiento de los vehículos de numerosas personas” añadiendo a continuación que “un trastero como el de autos, que integra dependencia que se destina a su uso característico propio y no presenta comunicación directa con domicilio, no reúne las condiciones precisas para que el local sea considerado ámbito de privacidad; si no consta atisbo de desarrollo de vida privada, no puede considerarse como un domicilio ni por lo tanto se le puede atribuir la protección que a éste dispensa la Constitución en el art. 18.2”.


			Para el caso de las personas jurídicas, la noción o concepto de domicilio ha sido objeto de análisis por la Sala 2ª del Tribunal Supremo, pudiendo citarse a este respecto la Sentencia 583/2017, de 19 de julio, a tenor de la cual se indicaba “que tratándose del domicilio de personas jurídicas nos movemos en un plano diferente al correspondiente al domicilio de personas físicas (...). La protección es más débil en el primer caso como demuestra que el art. 554.4 LECrim solo exija el mandamiento judicial para la principal dependencia de la persona jurídica, pero no para todas” especificando a continuación que el “legislador ordinario ha extendido la exigencia a otros casos particulares entre los que se encuentra el introducido en 2011 solo para las personas jurídicas imputadas. No es muy congruente. Pero no puede proyectarse esa previsión más allá de su ámbito específico: domicilio de personas jurídicas imputadas (...) No puede proyectarse esa previsión sobre supuestos diferentes a los contemplados en ella: ni sobre estancias o negocios abiertos al público, ni sobre sedes de personas jurídicas cuando las mismas sean ajenas a la imputación”.


			Espacios relacionados con el concepto de domicilio


			Juntamente con el domicilio estrictamente considerado, tanto el Tribunal Constitucional como el Tribunal Supremo han debido examinar otros espacios o lugares cerrados a los cuales el interesado, a los efectos previstos en el art. 18.2 CE, le había atribuido la consideración de domicilio atendiendo a una supuesta finalidad moradora. Así pues, de resultado distinto en la jurisprudencia recaída, en unos casos estos espacios o lugares cerrados han disfrutado del reconocimiento interesado judicialmente y, por lo tanto, gozan de la protección dispensada por el art. 18.2 CE al integrarse dentro de su ámbito de aplicación, mientras que, por el contrario, en otras ocasiones no les ha sido reconocida dicha consideración por no constituir morada del titular a los efectos del mencionado artículo constitucional y, por lo tanto, quedan fuera del mismo.


			A continuación, se relacionan algunos de los espacios o lugares cerrados en cuestión y que, de forma más intensa y representativa, han protagonizado este debate jurisprudencial.


			Habitaciones de hotel.- Resolviendo favorablemente la cuestión de inconstitucionalidad promovida en su día en relación al contenido del art. 557 LECrim, el Tribunal Constitucional en su Sentencia 10/2002, de 17 de enero, dijo al respecto que “se ha de otorgar la razón al órgano judicial cuestionante en cuanto a que las habitaciones de los hoteles pueden constituir domicilio de sus huéspedes, ya que, en principio, son lugares idóneos, por sus propias características, para que en las mismas se desarrolle la vida privada de aquéllos habida cuenta de que el destino usual de las habitaciones de los hoteles es realizar actividades enmarcables genéricamente en la vida privada (...). Siendo las habitaciones de los hoteles espacios aptos para el desarrollo o desenvolvimiento de la vida privada, siempre que en ellos se desarrolle, constituyen ámbitos sobre los que se proyecta la tutela que la Constitución garantiza en su art. 18.2: su inviolabilidad y la interdicción de las entradas o registros sin autorización judicial o consentimiento de su titular, fuera de los casos de flagrante delito”. 


			Establecimientos de hostelería.- Según el Tribunal Constitucional, quedan fuera del ámbito de aplicación del art. 18.2 CE, como así lo indicaba la Sentencia 283/2000, de 27 de noviembre, que lo argumentaba aduciendo que “el recurrente no ha acreditado que el establecimiento de hostelería y el almacén objeto de las resoluciones del Ayuntamiento de Madrid constituyan domicilio a efectos del art. 18.2 CE, es decir, que se trate de «un espacio apto para desarrollar vida privada» (STC 94/1999, de 31 mayo, FJ 4), pues «el núcleo esencial del domicilio constitucionalmente protegido es el domicilio en cuanto morada de las personas físicas y reducto último de su intimidad personal y familiar», toda vez que tal domicilio «en cuanto morada o habitación de la persona, entraña una estrecha vinculación con su ámbito de intimidad, como hemos declarado desde la STC 22/1984, FJ 5 (asimismo, SSTC 60/1991 y 50/1995, entre otras)» (STC 69/1999, de 26 Abr., FJ 2)”.


			Residencias militares.- De conformidad con la Sentencia del Tribunal Constitucional 189/2004, de 2 de noviembre, forman parte integrante el contenido del art. 18.2 CE en tanto que la “declaración que realizamos respecto de las habitaciones de los hoteles es extensible con mayor razón aún a las habitaciones ocupadas por quienes son definidos en las normas de régimen interior de la residencia militar como usuarios permanentes, máxime cuando, como alega el Fiscal e incluso reconoce don Jesús G. M., la función de estos alojamientos es facilitar aposentamiento a los militares destinados en una determinada plaza, como expresamente prevé la Orden Ministerial 348/1996 que regula su uso. (...). Así pues, no cabe duda alguna de que las habitaciones de las residencias de los militares en la medida en que sean lugares idóneos, por sus propias características, para que en las mismas se desarrolle la vida privada y efectivamente estén destinadas a tal desarrollo, aunque sea eventual, constituyen el domicilio de quienes las tienen asignadas a los efectos de la protección que les dispensa el art. 18.2 CE”.


			Celdas de prisión.- Sobre esta cuestión se pronunció en su día de forma negativa la Sala 2ª del Tribunal Supremo que, en su Sentencia de 24 de noviembre de 1995, dijo al respecto que “aunque el artículo 25.2 de la Constitución establece que el condenado a la pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales que no se le hubieran expresamente limitado, como la protección a la inviolabilidad del domicilio es una ampliación del derecho a la libertad del individuo, que es precisamente del que se priva al condenado a penas privativas de libertad, es claro que también alcanza al correlativo de elegir un espacio de privacidad del que se pueda excluir a otras personas, imposible de ejercitar y mantener, con escasos momentos de excepción, en instituciones penitenciarias. Y así aunque la Ley Orgánica General Penitenciaria sanciona que siempre se respete la dignidad de la persona (artículo 23) también se prevé la realización de cacheos, requisas, recuentos e intervenciones de las comunicaciones orales y escritas de los internos (artículo 46.1º y 3º del Reglamento Penitenciario) y la posibilidad de que no estén en celdas individuales (artículo 19 de la Ley y 15 del Reglamento) que excluyen patentemente la posibilidad de elección y protección domiciliar, con lo que las celdas de los internos situadas en instituciones penitenciarias son de aquellos edificios o lugares cerrados que no constituyen domicilio y sí edificios públicos, para entrar en los cuales no es preciso resolución judicial mediante auto motivado ( artículos 546, 547,3º y 550 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal)”.


			Embarcaciones. - Según la Sentencia del Tribunal Supremo 513/2014, de 24 de junio, no forman parte del ámbito de aplicación del art. 18.2 CE salvo en el caso de ser compatibles con la finalidad moradora protegida por el texto constitucional y constituir efectivamente el domicilio o morada del interesado. En este sentido, determinaba la sentencia mencionada que “el Tribunal Supremo al operar con el concepto de domicilio dentro del ámbito concreto de las embarcaciones, ha venido matizando las circunstancias que han de darse para que una embarcación se halle tutelada por la inviolabilidad domiciliaria. Y así, en las últimas sentencias sobre la materia (STS 1009/2006, de 18-10; 894/2007, de 31-10; 671/2008 de 221- 0; 151/2009 de 11-2; 932/2009 de 17-9; 111/2010 de 24-2) recogiendo la doctrina plasmada en otras resoluciones precedentes, se expone que: ningún problema se plantea para reconocer la condición de domicilio al camarote de un barco como un lugar separado donde uno de sus tripulantes o viajeros se independiza de los demás que comparten las zonas comunes para desarrollan su privacidad en la medida que lo desee”. Y asimismo añadía posteriormente “que una embarcación puede constituir, en efecto, la morada de una o varias personas cuando la utilicen como reducto de su vida privada, pues sin duda están construidas tales embarcaciones de forma que algunas de sus dependencias, como los camarotes, resultan aptos para que en las mismas se desarrollen conductas o actividades propias de áreas de privacidad, aunque resulte dificultoso extender el concepto de domicilio en todo caso a otras zonas de aquellas, como puede ocurrir con la cubierta, utilizada en las maniobras náuticas o como lugar de esparcimiento, o las bodegas, utilizadas exclusivamente para la carga, o la zona de máquinas, ya que no pueden entenderse aptas, con carácter general, para la vida privada (STS 624/2002, de 10-4; 919/2004, de 12-7)”.


			Vehículos. - Siguiendo el mismo criterio que para las embarcaciones, tanto el Tribunal Constitucional como el Tribunal Supremo han denegado el carácter domiciliario de los mismos salvo en el caso de tratarse de vehículos compatibles con la finalidad moradora y que efectivamente constituyeran un domicilio para el interesado, como por ejemplo pudiera suceder con las roulottes o las autocaravanas. En este sentido, el Tribunal Supremo en su Sentencia 83/2014 de 13 de febrero, manifestaba que el “interior de un automóvil no es un espacio constitucionalmente protegido. (...) según reiterada jurisprudencia, no es equiparable el registro de un domicilio, protegido por la Constitución, artículo 18.2, con el registro de un vehículo, salvo en el caso de que constituya de hecho un domicilio, pues la protección constitucional solo se refiere al primero, como lugar donde se desarrollan esferas de privacidad del individuo. En el caso actual, el vehículo utilizado era un mero medio de transporte, sin que presentara ninguna de las características que lo pudieran identificar con un domicilio”.


			Tiendas de campaña/chabolas. - La Sentencia del Tribunal Supremo 444/2012, de 21 de mayo, en la línea de lo expuesto anteriormente, declaraba en sentido positivo que “constituye domicilio o morada, cualquier lugar, cualquiera que sea su condición y característica, donde vive una persona o una familia, sea propiamente domicilio o simplemente residencia, estable o transitoria, incluidas las chabolas, tiendas de campaña, roulottes, etc., (...)”.


			Locales comerciales o de esparcimiento. - En la misma resolución señalada en el apartado anterior, el Tribunal Supremo señalaba en sentido negativo que “no integra el concepto de vivienda, el local comercial o de esparcimiento (bares, tabernas, pubs, restaurantes, tiendas, locales de exposición, almacenes, etc. (...), sencillamente porque no lo son al estar esencialmente destinados a estar abiertos al público, y esto es así porque el derecho fundamental proclamado en el artículo 18.2 de la Constitución, protege como antes se dijo, la «intimidad» como valor esencial, que para nada se proyecta sobre bienes materiales en sí, ni en defensa de su propiedad (...). Por ello, han sido excluidos de ese ámbito constitucionalmente protegido, los referidos bares, cafeterías y similares, incluidas las dependencias que sirvan de almacén, las habitaciones reservadas de un club de libre acceso al público, las cocinas de estos establecimientos públicos y también los aseos privados de los mismos (...)”.


			Naves y almacenes. - La Sentencia del Tribunal Supremo 849/2013, de 12 noviembre, señalaba que “reiteradamente tiene establecido esta Sala que el registro de estos inmuebles no tienen que someterse a las prevenciones del art. 569 LECR., no constituye aquél domicilio alguno, por lo tanto una nave, oficina o local comercial carecen de la protección que otorgan los apartados 1 y 2 del Art. 18 CE, al no constituir, de modo evidente, un espacio de privacidad necesario para el libre desarrollo de la personalidad, de ahí que no puedan considerárselas incluidos dentro del ámbito de protección de la inviolabilidad del domicilio (...), sin que requieran, en consecuencia, para la entrada y registro en ellas de las mismas formalidades procesales que se imponen a los registros domiciliarios”.


			Más adelante, la misma resolución judicial señalaba que “el Tribunal Constitucional ha declarado que no todo recinto cerrado merece la consideración de domicilio a efectos constitucionales y que en particular la garantía de su inviolabilidad no es extensible a aquellos lugares cerrados que, por su afectación -como ocurre con los almacenes, las fábricas, las oficinas y locales comerciales (STC 1717/89), tengan un destino o sirvan de cometidos incompatibles con la idea de privacidad (STS 228/97, de 16-12) no rigiendo en estos casos la garantía de los arts. 18.2 CE y 545 LECr. , y siendo válidas tanto la entrada policial en función investigadora sin autorización judicial previa como el registro hecho con tal autorización pero sin cumplir todas las prevenciones del Art. 569 LECr.”.


			Despachos profesionales. - La Sentencia del Tribunal Supremo 165/2013, de 26 de marzo, recalcaba que “hay que recordar que el registro de un despacho profesional, como es el caso, no tiene la protección de domicilio a los efectos del art. 18-2º de la Constitución - SSTS de 22 de Diciembre 1997, 17 de Abril 1999, 5 y 30 de Junio 1997 y STC 228/1997-”.
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